PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, implemente con la mayor brevedad, planes de vivienda para el personal docente en el ámbito de toda la Provincia de Santa Fe, y cuyo costo, y requisitos de ingreso a los mismos, sean accesible al sueldo y posibilidades de dicho personal.

Sr. Presidente:

                          Es conocida la situación de los docentes de todo el país en cuanto a sus posibilidades económicas y acceso a una vivienda digna, en este sentido es importante citar al  sociólogo Emilio Tenti Fanfani, reconocido educador del Instituto Internacional de Planeamiento de la Educación (Unesco), que se dedicó a estudiar a los maestros y profesores en la Argentina. Esta investigación está plasmada en el libro “La condición docente”, donde analiza entre otras cuestiones la relación de los educadores con el acceso a los bienes culturales, además de los aspectos sociales que influyen en su oficio.


                          En su trabajo recuerda con preocupación, que en el año 2000 las conclusiones de su estudio indicaban que un 12% de los docentes argentinos vivía por debajo de la línea de la pobreza. Está claro que la situación de vulnerabilidad acarrea graves consecuencias para quienes ejercen el trabajo de enseñar, en especial respecto de la valoración simbólica que se hace de un trabajo ligado a la cultura y el desarrollo de los pueblos. Y expresa que “mientras más un docente dependa para su sobrevivencia del salario que percibe, más alta es la probabilidad de tener problemas de satisfacción de necesidad básicas”. Esto se agudiza cuando es el único o principal apoyo familiar para pagar un alquiler, por ejemplo. 


                          El último párrafo del Art. 14º Bis de la Constitución Nacional, establece  al respecto “El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: el seguro social obligatorio, que estará a cargo de entidades nacionales o provinciales con autonomía financiera y económica, administradas por los interesados con participación del Estado, sin que pueda existir superposición de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; la protección integral de la familia; la defensa del bien de familia; la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna.” 

                          En el mismo sentido el Art. 21º de la Constitución Provincial de Santa Fe, al respecto consagra: “El Estado crea las condiciones necesarias para procurar a sus habitantes un nivel de vida que asegure su bienestar y el de sus familias, especialmente por la alimentación, el vestido, la vivienda, los cuidados médicos y los servicios sociales necesarios. Toda persona tiene derecho a la provisión de los medios adecuados a sus exigencias de vida si estuviese impedida de trabajar y careciese de los recursos indispensables. En su caso, tiene derecho a la readaptación o rehabilitación profesional. El Estado instituye un sistema de seguridad social, que tiene carácter integral e irrenunciable. En especial, la ley propende al establecimiento del seguro social obligatorio; jubilaciones y pensiones móviles; defensa del bien de familia y compensación económica familiar, así como al de todo otro medio tendiente a igual finalidad.”-

                          También el Art. 23º  de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (IX Conferencia Internacional Americana.-OEA, 1948), al respecto prescribe: “TODA PERSONA TIENE DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA CORRESPONDIENTE A LAS NECESIDADES ESENCIALES DE UNA VIDA DECOROSA, QUE CONTRIBUYA A MANTENER LA DIGNIDAD DE LA PERSONA Y DEL HOGAR”.

                          A ello se suma, lo consagrado al respecto por el Art. 25 –I) de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Asamblea General, ONU, 10-12-48).-

                          El derecho a una vivienda digna, forma parte del Derecho a la Seguridad Social, el cual se encuentra normado por el Art. 67, Inc. G) de la Ley Nacional Nro. 26.206 (Ley Nacional de Educación), precepto legal este que establece lo siguiente: 

                          Art.67: “Los/as docentes de todo el sistema educativo tendrán los siguientes derechos y obligaciones, sin perjuicio de los que establezcan las negociaciones colectivas y la legislación laboral general y específica: .. .g) A los beneficios de la seguridad social, jubilación, seguros y obra social...”.-

                          Por la importancia de lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación de este proyecto.

